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“PAPAYA GATE”:  
A HORAS DE LA VERDAD

El mayor escándalo de la admi-
nistración pública en la Región 
de Coquimbo así es sindicado 

el caso denominado “Papaya Gate”. 
Un entramado que ha generado con-
moción y debate político, marcado por 
una millonaria compra de terrenos a 
presunto sobreprecio por parte del 
Gobierno Regional de Coquimbo. Tras 
años de investigación, querellas y co-
misiones investigadoras en la Cámara 
de Diputados, el caso llega a una etapa 
crucial: la formalización de varios de 

sus protagonistas principales.
Este lunes 26 de mayo, a las 8:30 

horas, en el Juzgado de Garantía de 
La Serena, deberán comparecer la 
ex intendenta regional Lucía Pinto 
Ramírez, el ex administrador regional 
José Cáceres Rojas, y otras personas 
vinculadas a las inmobiliarias que 

vendieron los terrenos en el sector 
de San Ramón. La Fiscalía Regional 
de Valparaíso, liderada por la fiscal 
Claudia Perivancich, ha solicitado 
esta audiencia para comunicarles 
formalmente los cargos en el marco 
de la investigación por el delito de 
fraude al fisco.

La adquisición, realizada en 2019 
bajo la administración de Lucía Pinto, 
contempló la compra de paños de 
terreno por más de 9.800 millones de 
pesos, en circunstancias que, según 
antecedentes de la investigación, 
su valor real no superaría los $4 mil 
millones. La transacción se llevó a 
cabo mediante trato directo, obviando 
objeciones de la Contraloría General 
de la República.

Este reportaje de investigación de 
Diario El Día profundiza en los hechos, 
los actores clave, las acusaciones, 

El lunes, la justicia pone fecha clave a un escándalo 
millonario que sacudió a Coquimbo  en el año 2020. 
La ex intendenta Lucía Pinto y otros sindicados serán 
formalizados tras casi cinco años de pesquisas.

POR: EQUIPO EL DÍA

REPORTE ESPECIAL DE INVESTIGACIÓN

CONTINÚA EN PÁGINA 12

Fecha:
Vpe:
Vpe pág:
Vpe portada:

25/05/2025
  $1.050.893
  $1.221.600
  $1.221.600

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

      19.500
       6.500
       6.500
      86,03%

Sección:
Frecuencia:

ACTUALIDAD
DIARIO

Pág: 11



ACTUALIDAD      I   DOMINGO 25 DE MAYO DE 2025  I  el Día12  I

las defensas y el largo camino judicial 
que ha recorrido este emblemático 
caso a la víspera de una audiencia 
que podría acelerar el rumbo hacia un 
eventual juicio oral. La formalización 
de mañana marca un hito largamente 
esperado, después de casi cinco años 
desde que el escándalo salió a la luz 
pública en septiembre de 2020.

UNA COMPRA DESPROPORCIONADA 
BAJO LA LUPA

Cabe recordar que el caso “Papaya 
Gate”, denominado así por ocurrir en la 
capital regional, se centra en la compra 
de terrenos en el sector San Ramón 
de La Serena por parte del Gobierno 
Regional (GORE) de Coquimbo. La 
intención era destinar estos predios 
a un centro deportivo para suplir la 
pérdida de la exCordep donde hoy 
se levanta el nuevo hospital de La 
Serena. Sin embargo, el monto pagado 
ascendió a más de 9.800 millones 
de pesos, lo que representaría un 
sobreprecio considerable, pues 
se estima que el valor real de 
la propiedad sería inferior a 
los 4 mil millones de pesos.

Según se pudo esta-
blecer en una serie de 
investigaciones, desde 
ese momento se habría 
comenzado la búsque-
da de terrenos para 
construir un centro 
deportivo para el mu-
nicipio de La Serena 
como compensación 
por el predio para el 
hospital.

La operación se concretó 
a través de un trato directo, 
un mecanismo permitido 
por ley si existe justificación 
adecuada. Sin embargo, lo que 
ha sido objeto de cuestionamiento 
es el proceso. El GORE aprobó ini-
cialmente cuatro contratos para la 
compra. Uno a uno, estos contratos 
fueron rechazados por la Contraloría 
General de la República, por considerar 
que no se apegaban a la legalidad. 
La entonces intendenta Lucía Pinto 
aseguró que hubo cinco representa-
ciones de Contraloría, pero sostuvo 
que aportaron antecedentes apegados 
a derecho y tenían discrepancias ju-
rídicas, afirmando que no se cometió 
ninguna irregularidad.

Pese a las objeciones del ente fisca-
lizador, a principios de julio de 2019, 
la Intendencia, según la investigación, 
inscribió un nuevo contrato en una 
notaría de La Serena sin que pasara 
por el trámite obligatorio de “toma de 
razón” de Contraloría. El monto total, 

más de 9.800 millones de pesos, fue 
pagado íntegramente a la empresa 
vendedora el 28 de julio de 2019. El 
Contralor Regional, Hugo Segovia, 
solicitó información directamente 
al notario el 6 de agosto de 2020, 
después de concretada la transacción, 
lo que evidenció el desconocimiento 
del ente fiscalizador sobre la acción 
del GORE.

Este accionar llevó a la Contraloría 
a iniciar un sumario administrativo y 
derivar los antecedentes al Ministerio 
Público para investigar posibles de-
litos. En medio de la controversia, la 
intendenta Lucía Pinto renunció a su 
cargo, para luego ser destituida por la 
Contraloría junto a otros funcionarios 
por infringir gravemente el principio 

de probidad administrativa.

LAS PRINCIPALES FIGURAS 
INVOLUCRADAS, SEGÚN 

LAS QUERELLAS E 
INVESTIGACIONES:

Lucía Pinto Ramírez:  Ex 
Intendenta Regional. Señalada 
por firmar los documentos y 
contratos de la compra. La 
Fiscalía solicita formalizarla 

como presunta autora de fraude 
al fisco.
José Cáceres Rojas:  Ex Jefe de 

Planificación, luego Administrador 
Regional del GORE. Acusado de au-
tor de fraude al fisco y negociación 
incompatible. Se le apunta por un 
presunto nexo con las inmobiliarias.

Eduardo Espinoza Rodríguez:  Ex 
Jefe del Departamento Jurídico del 
GORE. Acusado de fraude al fisco, 
pero quien no aparece citado para 
la formalización de este lunes, pese 
a los antecedentes entregados por 
Contraloría y las querellas presentadas 
en su contra.

Pablo Bracchitta Krstulovic:  
Gerente general del grupo inmobi-
liario vendedor. La Fiscalía solicita 
formalizarlo como autor de fraude 
al fisco.

Representantes legales y accionistas 
de las inmobiliarias: Lorenzo Pedro 
Iduya Ortiz de Luzuriaga, Nicolás 
Fabián Bakulic Govorcin, Karim 
Ale Daire Daud y Manuel Alejandro 
Daire Daud. Querellados por el SII 
por delito tributario.

INVESTIGACIONES CRUZADAS 
Y LA DEFENSA DE LOS SINDICADOS

Desde que estalló el caso, diversas 
instancias han buscado esclarecer 
los hechos. La investigación principal 
la lleva adelante la Fiscalía Regional 
de Valparaíso, bajo la dirección 
de la fiscal Claudia Perivancich. 
Esta investigación se ha mante-
nido “desformalizada” durante la 
mayor parte del tiempo, lo que ha 
generado críticas por su aparente 
lentitud por parte de parlamentarios 

Daniel Núñez, senador de 
la Región de Coquimbo 
y querellante en el caso 
“Papaya Gate”

Es clave que se 
establezcan penas 
ejemplificadoras 
para que no exista ese 
manto de impunidad 
que muchas veces 
existe cuando quienes 
cometen delitos son 
personas con poder e 
influencia política y 
económica.”

Fecha:
Vpe:
Vpe pág:
Vpe portada:

25/05/2025
  $1.091.312
  $1.221.600
  $1.221.600

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

      19.500
       6.500
       6.500
      89,33%

Sección:
Frecuencia:

ACTUALIDAD
DIARIO

Pág: 12



     ACTUALIDADel Día    I   DOMINGO 25 DE MAYO DE 2025  I  I  13

y otros actores políticos. Algunos 
han pedido que la causa se traslade 
al Ministerio Público regional. Pese a 
las críticas, el senador Daniel Núñez, 
querellante en la causa, ha soste-
nido que la Fiscalía de Valparaíso 
ha realizado diligencias, peritajes 
y toma de declaraciones.

En paralelo a la investigación penal, 
la Cámara de Diputados constituyó 
una Comisión Investigadora a soli-
citud del entonces diputado Daniel 
Núñez. Esta instancia funcionó 
durante meses, citando a declarar 
a diversos involucrados, incluyendo 
al Contralor General de la República. 
La ex intendenta Lucía Pinto fue 
citada pero no asistió, siguiendo el 
consejo de su abogado. La comisión 
concluyó que existían responsabili-
dades políticas de las personalida-
des involucradas, y que se habrían 
consumado delitos como fraude al 
fisco, negociaciones incompatibles, 
malversación de caudales públicos, 
tráfico de influencias y uso de infor-

mación privilegiada. El informe fue 
remitido a la Fiscalía de Valparaíso.

Además de la Fiscalía, se han 
presentado múltiples querellas:   
El Consejo de Defensa del Estado 
(CDE), quien se querelló por fraude 
al fisco contra tres ex altos direc-
tivos del GORE: Lucía Pinto, José 
Cáceres y Eduardo Espinoza.

  El Servicio de Impuestos Internos 
(SII) que  interpuso una querella 
por delito tributario de presenta-
ción de declaraciones de impues-
tos maliciosamente falsas contra 
los representantes legales de las 
inmobiliarias vendedoras y otros 
responsables. El SII sostiene que se 
generó un costo tributario artificial 
mediante una planificación tributaria 
“agresiva”, con empresas que habrían 
tenido solo 45 días de existencia 
para generar un aumento de capital 
ficticio. El abogado Luis Gastón 
Yver es mencionado en la querella 
del SII como posible cómplice en el 
diseño de esta planificación.

FRENTE A LAS ACUSACIONES, LOS 
SINDICADOS HAN PRESENTADO 
SUS ARGUMENTOS DE DEFENSA:

Al respecto, el abogado de Lucía 
Pinto, Samuel Donoso, ha declarado 
que ella actuó “según los anteceden-
tes que se le entregaron”. Afirmando 
que su representada se ve perjudicada 
por “la sombra del cuestionamiento”. 

Donoso agrega que Pinto colaboró 
plenamente con la investigación de la 
Fiscalía, poniendo a disposición sus 
cuentas, correos y teléfono, porque 
“no tiene absolutamente nada que 
esconder”. Rechazó las imputaciones 
de irregularidad, afirmando que el 
proceso fue transparente y basado 
en informes técnicos, aunque reco-
noció “discrepancias jurídicas” con 
Contraloría.

Mientras que los abogados de los 
dueños de las inmobiliarias han ca-
lificado las acusaciones del SII de 
“manifiestamente injustas e ins-
trumentales”, argumentando que 

la planificación tributaria se realizó 
en 2014 por expertos y conforme a 
la normativa vigente en esa época. 
Aseguran que esta operación fue 
informada al SII y validada por este 
al no formular reparos entonces. 
Consideran el caso una “polémica 
artificial con evidentes móviles po-
líticos” y afirman que sus represen-
tados han colaborado con la Fiscalía 
aportando antecedentes y buscan 
que la causa sea sobreseída.

LA FORMALIZACIÓN: UN PASO 
CRUCIAL TRAS CUATRO AÑOS*

La audiencia fijada para este lunes 
26 de mayo es un punto de inflexión 
en el caso “Papaya Gate”, que se 
investiga desde hace casi cuatro 
años y ocho meses. Como quere-
llante, el senador Daniel Núñez ha 
presionado para que se dé este paso, 
señalando en agosto de 2024 que 
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y otros actores políticos. Algunos 
han pedido que la causa se traslade 
al Ministerio Público regional. Pese a 
las críticas, el senador Daniel Núñez, 
querellante en la causa, ha soste-
nido que la Fiscalía de Valparaíso 
ha realizado diligencias, peritajes 
y toma de declaraciones.

En paralelo a la investigación penal, 
la Cámara de Diputados constituyó 
una Comisión Investigadora a soli-
citud del entonces diputado Daniel 
Núñez. Esta instancia funcionó 
durante meses, citando a declarar 
a diversos involucrados, incluyendo 
al Contralor General de la República. 
La ex intendenta Lucía Pinto fue 
citada pero no asistió, siguiendo el 
consejo de su abogado. La comisión 
concluyó que existían responsabili-
dades políticas de las personalida-
des involucradas, y que se habrían 
consumado delitos como fraude al 
fisco, negociaciones incompatibles, 
malversación de caudales públicos, 
tráfico de influencias y uso de infor-

mación privilegiada. El informe fue 
remitido a la Fiscalía de Valparaíso.

Además de la Fiscalía, se han 
presentado múltiples querellas:   
El Consejo de Defensa del Estado 
(CDE), quien se querelló por fraude 
al fisco contra tres ex altos direc-
tivos del GORE: Lucía Pinto, José 
Cáceres y Eduardo Espinoza.

  El Servicio de Impuestos Internos 
(SII) que  interpuso una querella 
por delito tributario de presenta-
ción de declaraciones de impues-
tos maliciosamente falsas contra 
los representantes legales de las 
inmobiliarias vendedoras y otros 
responsables. El SII sostiene que se 
generó un costo tributario artificial 
mediante una planificación tributaria 
“agresiva”, con empresas que habrían 
tenido solo 45 días de existencia 
para generar un aumento de capital 
ficticio. El abogado Luis Gastón 
Yver es mencionado en la querella 
del SII como posible cómplice en el 
diseño de esta planificación.

FRENTE A LAS ACUSACIONES, LOS 
SINDICADOS HAN PRESENTADO 
SUS ARGUMENTOS DE DEFENSA:

Al respecto, el abogado de Lucía 
Pinto, Samuel Donoso, ha declarado 
que ella actuó “según los anteceden-
tes que se le entregaron”. Afirmando 
que su representada se ve perjudicada 
por “la sombra del cuestionamiento”. 

Donoso agrega que Pinto colaboró 
plenamente con la investigación de la 
Fiscalía, poniendo a disposición sus 
cuentas, correos y teléfono, porque 
“no tiene absolutamente nada que 
esconder”. Rechazó las imputaciones 
de irregularidad, afirmando que el 
proceso fue transparente y basado 
en informes técnicos, aunque reco-
noció “discrepancias jurídicas” con 
Contraloría.

Mientras que los abogados de los 
dueños de las inmobiliarias han ca-
lificado las acusaciones del SII de 
“manifiestamente injustas e ins-
trumentales”, argumentando que 

la planificación tributaria se realizó 
en 2014 por expertos y conforme a 
la normativa vigente en esa época. 
Aseguran que esta operación fue 
informada al SII y validada por este 
al no formular reparos entonces. 
Consideran el caso una “polémica 
artificial con evidentes móviles po-
líticos” y afirman que sus represen-
tados han colaborado con la Fiscalía 
aportando antecedentes y buscan 
que la causa sea sobreseída.

LA FORMALIZACIÓN: UN PASO 
CRUCIAL TRAS CUATRO AÑOS*

La audiencia fijada para este lunes 
26 de mayo es un punto de inflexión 
en el caso “Papaya Gate”, que se 
investiga desde hace casi cuatro 
años y ocho meses. Como quere-
llante, el senador Daniel Núñez ha 
presionado para que se dé este paso, 
señalando en agosto de 2024 que 
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existían “antecedentes suficientes” 
en la carpeta investigativa para for-
malizar al menos a José Cáceres y 
Pablo Bracchitta por fraude al fisco y 
negociación incompatible en el caso 
de Cáceres. La solicitud formal fue 
ingresada por su abogado, pidiendo 
priorizar a Cáceres y Bracchitta.

PROCESOS LEGALES
La formalización, en términos le-

gales, es la comunicación que hace 
el Ministerio Público a una persona 
investigada de que lleva adelante una 
investigación en su contra respecto 
de uno o más hechos determinados. 
En esta audiencia, se exponen los 
hechos y se les asigna una tipificación 
jurídica, en este caso, principalmente 
Fraude al Fisco. El juez de Garantía 
debe fijar un plazo para el desarro-

llo de la investigación formalizada, 
durante el cual el Ministerio Público 
continúa reuniendo antecedentes 
y las defensas pueden desarrollar 
pruebas de descargo.

Además, en esta audiencia se soli-
citan y aplican medidas cautelares. 
De hecho, el Juzgado de Garantía de 
La Serena ya dictó una resolución 
prohibiendo a algunos imputados 
en el caso “Papaya Gate” vender sus 
bienes, incluyendo inmuebles y vehí-
culos. Esta medida fue apelada por la 
defensa de uno de los involucrados, 
Pablo Bracchitta. Parlamentarios 
como Daniel Núñez vieron esta pro-
hibición como una señal de presión 
sobre la Fiscalía para avanzar en las 
formalizaciones.

Una vez cerrada la investigación 
formalizada, la Fiscalía tiene un pla-

zo de 10 días para presentar una 
acusación si considera que hay 
antecedentes para llevar a juicio. 
Posterior a la acusación, se fija una 
audiencia de preparación del juicio 
oral y, finalmente, el juicio oral pro-
piamente tal, que culmina con un 
veredicto y una sentencia absolutoria 
o condenatoria. Cabe destacar, como 
señalan las fuentes en referencia al 
Código Procesal Penal, que mientras 
el proceso judicial está en curso, no 
se debe considerar a los imputados 
como culpables hasta que la Justicia 
dicte sentencia en su contra.

DEBATE POLÍTICO Y EXPECTATIVAS

El “Papaya Gate” ha tenido una 
alta connotación política desde su 
origen. Parlamentarios y autoridades 

han demandado insistentemente el 
esclarecimiento de los hechos y la 
determinación de responsabilidades. 
Existe preocupación por el impacto 
del caso en la confianza ciudadana. 
La formalización de mañana es vista 
por algunos como un paso nece-
sario para disipar la “sensación de 
impunidad”.

La región de Coquimbo, y el país, 
estarán atentos a lo que ocurra este 
lunes en el Juzgado de Garantía 
de La Serena. La audiencia de for-
malización no solo determinará la 
situación procesal de los imputados, 
sino que también marcará el ritmo y 
la dirección de las etapas finales de 
un caso que ha develado presuntas 
irregularidades en la administración 
pública y que busca una resolución 
en el ámbito de la justicia.

Abogados defensores solicitarían  la 
postergación de audiencia de formalización

POR INCOMPATIBILIDAD DE AGENDA

Se espera que los profesionales pidan al juez, 
durante la jornada de este lunes, que se discuta el 
aplazamiento de la audiencia Por su parte, desde la 
Fiscalía señalaron que el ex asesor Eduardo Espinoza 
es parte de la investigación, pese a no estar citado.

Los abogados defensores de los 
imputados Lucía Pinto, José Cáceres 
y Gastón Iver en el caso conocido 
como “Papaya Gate” solicitaron al 
Juzgado de Garantía fijar una nueva 
fecha para la audiencia de formaliza-
ción, programada para este lunes 26 
de mayo de 2025 a las 8:30 horas. 

El requerimiento se basa en la im-
posibilidad de los profesionales de 
asistir debido a compromisos judiciales 
previamente agendados. 

En ese contexto,el abogado Samuel 
Donoso, quien representa a la exin-
tendenta de la Región de Coquimbo, 
Lucía Pinto, solicitó formalmente que 
la audiencia sea reprogramada para 
una fecha posterior al 21 de julio de 
2025, y según la disponibilidad del 
tribunal. La solicitud se fundamenta 
en que Donoso y su equipo se encuen-
tran desde el 13 de febrero de 2023 
participando de manera ininterrumpida  
en un juicio oral ante el 3° Tribunal de 
Juicio Oral en lo Penal de Santiago, 
actualmente en etapa probatoria de 
la defensa. Este juicio, de carácter 
extenso y complejo, ha impedido la 
participación del abogado en otras 

audiencias que coincidan en horario.
El tribunal rechazó esta postergación 

por la cercanía de la audiencia, pero 
el profesional insistió en una segun-
da oportunidad por la postergación.  
En paralelo, Rocío Araya Aguilera, 
abogada defensora penal de confianza 
de los imputados José Cáceres y Luis 
Gastón Iver, también presentó un escri-
to junto a su colega Enrique Labarca, 
argumentando que ambos ejercen 
la defensa técnica de confianza de 
personas imputadas en otras causas, 
cuyas audiencias coinciden en día y 
hora con la programada para el caso 
“Papaya Gate”, haciendo inviable su 
comparecencia simultánea.

Si bien el Tribunal desestimó la pri-
mera petición del abogado Donoso, y 
ante la solicitud de Araya y Labarca, 
se estimó que la medida debe ser 
analizada durante la jornada del 
lunes si se toma esta decisión de 

postergar. 

¿FORMALIZACIÓN DE 
EDUARDO ESPINOZA?

Sorpresa causó entre los querellantes 
que no se solicitara la presencia en la 
audiencia de este lunes de Eduardo 
Espinoza Rodríguez:  Ex Jefe del 
Departamento Jurídico del GORE.

Cabe recordar que el profesional 
es apuntado como quien decidió 
saltarse la normativa y elaboró un 
documento en secreto para concretar 
la operación.

Este segundo escrito para la com-
pra de los terrenos no contenía las 
cláusulas especiales –las que sí 
tenía el primero- que obligaban ser 
revisado y contar la aprobación del 
contralor para llevar a cabo el negocio, 
por ello los antecedentes se pusie-
ron a disposición de la Fiscalía que 

decidió investigar posibles delitos 
económicos.

Consultados por El Día sobre la 
situación de Espinoza Rodríguez 
desde la fiscalía de Valparaíso se-
ñalaron que por ahora el abogado 
no fue solicitada su formalización, 
pero que es parte de la investigación.

Al respecto, el senador Daniel Núñez 
afirmó que como querellante junto 
a su abogado solicitaron también la 
formalización  de Eduardo Espinoza 
por el papel que cumplió en el “Papaya 
Gate”, sin embargo, la Fiscalía no lo 
consideró así y es precisamente el 
Ministerio Público el organismo que 
tiene la facultad exclusiva de decidir 
a quien formaliza y a quien no.

“Esta situación no lo exime que en 
el futuro aparezcan nuevos antece-
dentes que ameriten su formaliza-
ción. Estaremos atentos a ello para 
eventualmente insistir” señaló Núñez.

Agregó el parlamentario que lo 
más importante es determinar las 
responsabilidades de quienes si serán 
formalizados, como Lucía Pinto y 
José Cáceres. “Para ambos casos 
pediremos su prisión preventiva por 
representar un peligro para la seguri-
dad de la sociedad, de la investigación 
y de fuga”, concluyó Núñez.
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